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Es bien sabido que en virtud de la interpretación constitucional de dicho precepto legal, la Corte Constitucional ha definido que en aquellos eventos en que un trabajador sufra de una afectación grave a su salud y por causa de ello se encuentre en una situación de debilidad manifiesta, no podrá ser despedido ni su contrato terminado hasta que no se constituya una justa causa, mientras persistan las condiciones que originaron la relación laboral y mientras que no se solicite la autorización de la autoridad laboral competente. La jurisprudencia constitucional ha reconocido igualmente que el derecho a la estabilidad laboral reforzada también es aplicable a las relaciones laborales surgidas a partir de la suscripción de un contrato a término definido (o fijo) e incluso en los contratos por obra o labor contratada, motivo por el cual, el vencimiento de su término de duración o el cumplimiento de la condición para su expiración, no es razón suficiente para darlo por terminado cuando el empleado se encuentra en estado de debilidad manifiesta.  

(…)
En este sentido, si el trabajador es un sujeto de especial protección constitucional, en los contratos a término fijo y de obra o labor contratada, también es imperativo que el empleador acuda ante la oficina del Trabajo con el fin de obtener la autorización correspondiente para dar por terminado el contrato al vencimiento del plazo pactado. (Puede consultarse al respecto la sentencia T-320 de 2016).

Asimismo es bien sabido que respecto de la misma norma (artículo 26 de la Ley 361 de 1993) la Corte Suprema de Justicia tiene una interpretación opuesta a la de la Corte Constitucional, al considerar que la mera incapacidad médica del trabajador no es óbice para que el empleador pueda dar por terminado el contrato por expiración del plazo o por finalización de la obra, si para ese momento no se había producido un dictamen de invalidez, o incluso, si habiéndolo, el mismo no se le había notificado al empleador. En cambio, para la Corte Constitucional, dicha prerrogativa del empleador no produce efecto jurídico alguno, a menos que previamente se haya pedido autorización al Ministerio de la Protección Social, independientemente de que exista o no calificación del estado de invalidez .

(…)

En consecuencia, esta Sala, por mayoría de sus integrantes, reitera su decisión de adoptar la posición de la Corte Constitucional y concluye que la estabilidad laboral reforzada consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, no solo se aplica a trabajadores con limitaciones profundas y severas, sino a quienes padezcan limitaciones en general, ya sean permanente o temporales, independientemente de que haya calificación del grado de invalidez.
(…)

Al analizar en su conjunto las anteriores precisiones, no resulta difícil concluir que la culminación del contrato de trabajo, ciertamente obedeció al estado de salud del demandante, contrario a lo decidido en sede de primera instancia, pues resultaba más fácil y económico para la empresa prescindir de los servicios de este, apelando a la figura legal de expiración del plazo contractual, que mantenerlo vinculado a sabiendas del menoscabo de sus condiciones de salud, y ese acto de discriminación, como se indicó en las consideraciones de la sentencia, es precisamente lo que pretende evitar el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Con el debido respeto debo salvar mi voto por cuanto considero que la sentencia de primera instancia debió ser confirmada. (…)
Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en señalar que la estabilidad laboral reforzada es un derecho de carácter especial dentro de la legislación laboral, el cual se encuentra definido en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, por lo que procede exclusivamente en los términos establecidos en esa normatividad, el cual impone la obligación de contar con autorización del Ministerio de Trabajo para despedir a un trabajador que presenta una limitación igual o superior a la moderada, definida ésta en el Decreto 2463 de 2001 como la pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y 25%, sin que sea posible aplicar la estabilidad laboral reforzada en aquellos trabajadores que presenten cualquier tipo de limitación, como quienes están en incapacidad temporal por afecciones de salud…
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Audiencia de juzgamiento

Siendo las 02:45 P.M. de hoy, 21 de mayo 2018, la Sala No. 1º de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira se constituye en Audiencia Pública de Juzgamiento en el proceso ordinario laboral instaurado por CRISTIAN DAVID BELALCÁZAR en contra de COMESTIBLES LA ROSA S.A. Para el efecto, se verifica la asistencia de las partes a la presente diligencia: Parte demandante… Parte demandada… 
Alegatos de conclusión

Con fundamento en el artículo 82 del C.P.T y de la S.S., modificado por el artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, se concede el uso de la palabra a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión: Parte demandante… Parte demandada…

SENTENCIA

Como quiera que los fundamentos de los argumentos expuestos en las alegaciones se tuvieron en cuenta en la discusión del proyecto, procede la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia emitida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas (Risaralda) el 29 de marzo de 2017, que fuera desfavorable al demandante, dentro del proceso ordinario laboral reseñado con anterioridad.
PROBLEMAS JURÍDICOS POR RESOLVER:

De conformidad con la sentencia de primera instancia, le corresponde a la Sala determinar si en el presente asunto la parte actora se encontraba amparada por el fuero de estabilidad laboral reforzada al momento de su despido.
I - ANTECEDENTES

Se aduce en la demanda que el señor CRISTIAN DAVID BELALCAZAR CARDONA laboró en la empresa COMESTIBLES LA ROSA S.A. mediante contratos sucesivos a término fijo inferiores a treinta (30) días, celebrados de manera sucesiva entre el 21 de noviembre de 2014 y el 27 de marzo de 2016. 


Indica que el 6 marzo 2016 -último día del contrato- sufrió un accidente en los campos deportivos de la empresa comestibles la Rosa mientras jugaba un partido de fútbol, siendo remitido a la Clínica los Rosales, donde se le diagnosticó, en principio, “trauma rotacional de rodilla derecha”, en razón de lo cual le fue otorgada una incapacidad de 20 días (venciendo el 27 de marzo de 2016).


Agrega que la empresa decidió prorrogar el contrato por el tiempo que estuvo incapacitado (es decir, entre el 6 y el 27 de marzo de 2016) pero el 22 de marzo de ese mismo año -es decir, a 5 días del vencimiento del contrato- le comunicó que el mismo no sería prorrogado y que finalizaría el 27 de marzo de 2016, como se tenía previsto.


Señala que el 27 de marzo de 2016, el médico ortopedista y traumatólogo tratante, le prorrogó la incapacidad hasta el 7 de abril de 2016, y el 21 de abril de ese mismo año, cuando volvió a presentarse a control por ortopedia, le otorgaron una nueva incapacidad, esta vez por 30 días. 

Indica, además, que el 18 de abril de 2016, le practicaron una resonancia magnética en la que se concluyó que producto del accidente del 6 de marzo de 2016 había sufrido: desgarro tipo III de ambos meniscos y desgarro o ruptura de inserción del menisco tibial posterior del menisco externo, ruptura intersticial del ligamento cruzado anterior y efusión articular con presencia de plica suprapatelar, consecuencia de lo cual es intervenido quirúrgicamente el 26 de abril de 2016, encontrándose todavía incapacitado a la fecha de presentación de la demanda (8 de septiembre de 2016).

En vista de lo anterior, al considerar que fue despedido encontrándose en estado incapacidad y sin que mediara el respectivo permiso del Ministerio de la Protección Social, pretende que se declare la ineficacia de la terminación unilateral del contrato de trabajo y la consecuente reinstalación en su labor, en las mismas condiciones en que venía laborando y por un año; el pago de los salarios dejados de percibir desde la terminación de la incapacidad y hasta el día del reintegro, el pago de aportes a seguridad social en pensiones desde la fecha del despido y la indemnización prevista en el artículo 26 de la Ley 361, equivalente a 180 días de salarios, los cuales calcula en la suma de $5.281.470, teniendo en cuenta que devengaba un salario básico mensual de $880.245.
En respuesta a la demanda, la empresa demandada se opuso a la prosperidad de las pretensiones, aduciendo que en el caso concreto del demandante no concurren los presupuestos fácticos ni jurídicos para que sea beneficiario de la estabilidad laboral reforzada prevista en el la Ley 361 de 1997, por las siguientes razones: 1) el contrato de trabajo del actor terminó por una causa legal, esto es, por la expiración del plazo pactado, sin que exista nexo alguno entre la terminación y el supuesto estado de salud que se alega en la demanda; 2) el demandante no tiene acreditado actualmente y mucho menos a la terminación del contrato de trabajo una limitación física, psíquica o sensorial con el carácter de moderada, es decir, que se enmarque dentro de los porcentajes de pérdida de la capacidad laboral igual o superior al 15%, de modo que nunca existió la obligación de la empresa de acudir al Ministerio de Trabajo a efectos de que autorizara despido alguno. 

En cuanto a los hechos, aclaró que la prestación personal de servicios por parte del demandante se dio a través de varios contratos de trabajo, respecto de los cuales hubo solución de continuidad, razón por la cual la duración y efecto de los mismos, deben ser analizados desde la autonomía de cada uno de los contratos enumerados por el demandante. Reconoció asimismo que el 6 de marzo de 2016 se reportó un accidente de trabajo en los términos indicados en la demanda y que el contrato finalizó el 27 de marzo de 2016.
En relación a esto último, aclaró que el trabajador no fue despedido, como se plantea en la demanda, sino que su contrato finalizó por expiración del plazo fijo establecido por las partes. Seguidamente propuso en su defensa las excepciones de mérito denominadas “inexistencia de las obligaciones reclamadas, cobro de lo no debido, pago, buena fe, compensación, prescripción e inexistencia del despido injusto e inexistencia de la estabilidad laboral reforzada alegada en la demanda”.
II - SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El juez de primera instancia absolvió a la empresa demandada de las pretensiones de la demanda, al considerar que el pretensor no había logrado demostrar que a la fecha efectiva de expiración del contrato de trabajo (esto es, el 27 de marzo de 2016), su empleador estaba enterado de alguna nueva incapacidad que impidiera la finalización del mismo, como quiera que la primera incapacidad, producto del accidente sufrido el 6 de marzo de 2016, se había generado el 7 de marzo de ese mismo año, y se extendía por 20 días hasta el 26 de marzo de 2016, y aunque al día siguiente, todavía en vigencia del contrato, se había generado una nueva incapacidad por 11 días, la misma no había sido  efectivamente notificada al empleador. 

Con base en lo anterior concluyó que COMESTIBLES LA ROSA S.A., estuvo ajena a las incidencias de los tratamientos o procedimientos de que fue objeto el actor, para el día veintisiete (27) de Marzo de 2016 o con posterioridad a tal fecha porque, como se dijo, no se demostró que este hubiese puesto en conocimiento a su empleador de la continuación de alguna deficiencia en la salud o del otorgamiento de más incapacidades distintas de la ya mencionada, máxime cuando, de otro lado, debe entenderse que la historia clínica es documento reservado y no hay constancia de que el empleador haya accedido a la misma para conocer de primera mano las condiciones en que había quedado el trabajador luego de superar el primer periodo de incapacidades.
III - GRADO JURISDICCIONAL DE CONSULTA
En los términos del artículo 69 del código de procedimiento laboral y de la Seguridad Social, procede en este caso el grado jurisdiccional de consulta, toda vez que la sentencia de primera instancia, como acaba de escucharse, es totalmente adversa a las pretensiones del trabajador.
IV – CONSIDERACIONES

4.1. DERECHO A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA DE PERSONA EN ESTADO DE DEBILIDAD MANIFIESTA POR RAZONES DE SALUD


Dispone el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 que “(…) en ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo” y agrega que “no obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su limitación, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta (180) días del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren”.
Es bien sabido que en virtud de la interpretación constitucional de dicho precepto legal, la Corte Constitucional ha definido que en aquellos eventos en que un trabajador sufra de una afectación grave a su salud y por causa de ello se encuentre en una situación de debilidad manifiesta, no podrá ser despedido ni su contrato terminado hasta que no se constituya una justa causa, mientras persistan las condiciones que originaron la relación laboral y mientras que no se solicite la autorización de la autoridad laboral competente. 

La jurisprudencia constitucional ha reconocido igualmente que el derecho a la estabilidad laboral reforzada también es aplicable a las relaciones laborales surgidas a partir de la suscripción de un contrato a término definido (o fijo) e incluso en los contratos por obra o labor contratada, motivo por el cual, el vencimiento de su término de duración o el cumplimiento de la condición para su expiración, no es razón suficiente para darlo por terminado cuando el empleado se encuentra en estado de debilidad manifiesta. 

En este sentido, si el trabajador es un sujeto de especial protección constitucional, en los contratos a término fijo y de obra o labor contratada, también es imperativo que el empleador acuda ante la oficina del Trabajo con el fin de obtener la autorización correspondiente para dar por terminado el contrato al vencimiento del plazo pactado. (Puede consultarse al respecto la sentencia T-320 de 2016).

Asimismo es bien sabido que respecto de la misma norma (artículo 26 de la Ley 361 de 1993) la Corte Suprema de Justicia tiene una interpretación opuesta a la de la Corte Constitucional, al considerar que la mera incapacidad médica del trabajador no es óbice para que el empleador pueda dar por terminado el contrato por expiración del plazo o por finalización de la obra, si para ese momento no se había producido un dictamen de invalidez, o incluso, si habiéndolo, el mismo no se le había notificado al empleador. En cambio, para la Corte Constitucional, dicha prerrogativa del empleador no produce efecto jurídico alguno, a menos que previamente se haya pedido autorización al Ministerio de la Protección Social, independientemente de que exista o no calificación del estado de invalidez
.


Como quiera que la asunción de una de las dos posiciones adoptadas por los órganos de cierre de la jurisdicción ordinaria y de la constitucional, indefectiblemente llevan a fallar un mismo asunto de manera diferente, esta Corporación, mediante sentencia del 9 de mayo de 2014, Radicado No. 66001-31-05-004-2012-00910-01 con ponencia de quien aquí cumple igual encargo, adoptó la posición de la Corte Constitucional, la cual se mantiene por la mayoría de los integrantes de esta Sala.
Dicho cambio de precedente se sustenta en las siguientes razones:


1º. En la sentencia C-531 de 2000 se declaró exequible el inciso 2º del artículo 26 de la Ley 361, bajo el supuesto de que carece de todo efecto jurídico el despido o la terminación del contrato de una persona por razón de su limitación sin que exista autorización previa de la oficina de trabajo que constate la configuración de la existencia de una justa causa para el despido o terminación del respectivo contrato. 

2º La interpretación que el Tribunal Constitucional tiene del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, atiende por sobre todo a la realidad de los hechos frente a la simple formalidad de una calificación. Por otra parte, no impone cargas al trabajador -como la de obtener previamente una calificación de su estado de invalidez- que el tenor literal de norma en comento no exige.

3º. La decisión de la Corte Constitucional con la Sentencia C-824 de 2011, M.P. Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, no varió el precedente anterior respecto a la intelección que el mismo alto tribunal le dio al artículo 26 de la Ley 361 de 1997, pues aunque en esta última providencia declaró la exequibilidad de las expresiones “severas y profundas” contenidas en el artículo 1° de la Ley 361, en modo alguno ello implicó un cambio en la interpretación que otrora había hecho del artículo 26 ibídem, según se desprende de la Sentencia C-531 de 2000.


4º. En la Sentencia C-606 de 2012, la Corte Constitucional declara exequible un aparte del artículo 5º de la Ley 361 y de manera enfática reiteró lo expuesto en la C-824 de 2011, en el sentido de que “… los beneficiarios de la Ley 361 de 1997 no se restringen a las personas con limitaciones severas y profundas, sino que están incluidas todas las personas con limitaciones en general “sin entrar a determinar ni el tipo de limitación que se padezca, ni el grado o nivel de dicha limitación, esto es sin especificar ni la clase, ni la gravedad de las limitaciones”.

5º. El alto tribunal constitucional, al referirse a los medios de prueba para acreditar la situación de limitación o discapacidad de los beneficiarios de la Ley 361 de 1997, en la última de las sentencias referidas, dispuso que “que para efectos de acreditar o de probar la situación de limitación o discapacidad prevalece la realidad sobre la forma. En efecto, el principio de primacía de la realidad sobre las formas y el carácter no tarifado de los medios de prueba ha sido la constante para probar tanto la condición general de limitación, como la situación particular de discapacidad o minusvalía, en relación con el acceso y goce efectivo de los derechos a la salud y a la estabilidad laboral reforzada de la población en situación de discapacidad”, luego agrega que “(…) El espíritu protector tanto de la disposición legal, como de la interpretación constitucional sobre el punto, no permite una interpretación restrictiva de los derechos de las personas en situación de discapacidad. Para la Corte, basta con que la situación de discapacidad exista en el mundo de los hechos, para que se active la protección legal y constitucional propia de este grupo de población” y más adelante establece que “la persona en situación de discapacidad que se encuentre en una situación de debilidad manifiesta, antes o durante la ejecución de su contrato laboral, puede utilizar cualquier documento que acredite la situación de discapacidad en que se encuentre. Entre los medios probatorios posibles para ello se encuentran la historia clínica, cualquier documento pertinente de su médico personal, incapacidades debidamente concedidas, concepto del experto en salud ocupacional, recomendaciones del área de medicina laboral de la EPS, informe individual de accidente de trabajo rendido por la ARP, informe de la Junta de invalidez competente, o la calificación de pérdida de capacidad laboral, entre otros”.


6º. Finalmente, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia morigeró su propio precedente sobre el tema, en la sentencia Radicado No. 41083 del 13 de abril de 2013, cuando al hacer el contraste con la exposición de motivos del legislador, apunta ineludiblemente a la existencia de un fuero especial de discapacidad que estima la Sala se presenta cuando se supera el margen de severa, en virtud de lo cual, equipara a los trabajadores en situación de discapacidad de carácter severo con otros trabajadores constitucionalmente protegidos, como la mujer en estado de embarazo, y aunque no lo dice expresamente, de su ratio decidendi se colige que presume el despido cuando se trata de un trabajador con discapacidad severa y no hay autorización del Ministerio del Trabajo para su despido.


En consecuencia, esta Sala, por mayoría de sus integrantes, reitera su decisión de adoptar la posición de la Corte Constitucional y concluye que la estabilidad laboral reforzada consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, no solo se aplica a trabajadores con limitaciones profundas y severas, sino a quienes padezcan limitaciones en general, ya sean permanente o temporales, independientemente de que haya calificación del grado de invalidez. 

No sobra anotar que dicha interpretación es la que más se ajusta al carácter social y humanista de la carta política de 1991, pues a la luz de la dignidad humana, la estabilidad laboral reforzada de las personas con alguna discapacidad (permanente o temporal) es un derecho que demanda acciones afirmativas como las previstas en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. El empleador no puede tener una patente de corso para despedir a alguien afectado en la salud, bajo el pretexto de no estar valorada su pérdida de la capacidad laboral al menos en un 15%, ya que es la falta de solidaridad del empleador lo realmente sancionable, por leve que sea la afectación del prestador del servicio, partiendo de la base de que una persona en estado de debilidad manifiesta por una condición de salud, tiene derecho a la estabilidad en el empleo, que consiste en la garantía de permanecer en él y gozar de cierta seguridad en la continuidad del vínculo contraído, por lo menos hasta cuando alcance su plena recuperación, en aquellos casos en que la afectación tiene un carácter temporal.

Por último, la Corte Constitucional ha fijado las reglas jurisprudenciales aplicables a los casos en que se discute la estabilidad laboral reforzada de personas discapacitadas, bajo tratamiento médico, o en situación de debilidad manifiesta, y las mismas fueron compendiadas en la sentencia T-899 de 2014, en la que se indicó: “una persona en situación de debilidad manifiesta por deterioro en su estado de salud, será titular del derecho a la estabilidad laboral reforzada cuando (i) se encuentre demostrado que padece de serios problemas de salud; (ii) cuando no haya una causal objetiva de desvinculación; (iii) subsistan las causas que dieron origen a la relación laboral; y (iv) el despido se haya hecho sin la autorización previa del inspector de trabajo.”
En otras palabras, puede hablarse de una presunción de desvinculación laboral discriminatoria cuando el despido se hace sin previa autorización del inspector del trabajo. Ello en razón a que se hace necesario presumir que la terminación del contrato se fundó en la enfermedad del empleado, en la medida que la demostración de un acto discriminatorio es una carga desproporcionada para quien se encuentra en situación de vulnerabilidad.
Para concluir, antes de pasar a la descripción del suceso fáctico, a efectos de verificar si el mismo encuadra dentro de las premisas jurídicas y jurisprudenciales que ameritan la activación el principio de estabilidad laboral reforzada en el caso particular, con las consecuencias que de ello se derivan, es del caso advertir que en ningún caso el despido puede ser consecuencia de la utilización abusiva de una facultad legal para ocultar un trato discriminado hacia un empleado, pues de acuerdo con el principio de igualdad material, no puede darse un trato igual a una persona sana que a una que se encuentra en condición de debilidad manifiesta.

Ahora bien, dicha discriminación se acredita, se itera, cuando en el caso particular se compruebe: 1) que el demandante pueda considerarse una persona en situación de discapacidad, o en estado de debilidad manifiesta; 2) que el empleador tenga conocimiento de tal situación; 3) que se halle probado el nexo causal entre el despido y el estado de salud del trabajador; y 4) que no medie la autorización del inspector del trabajo en los casos en que ella resulta menester (sentencia T-603 de 2009).
Frente a los trabajadores que se encuentran en estado de debilidad manifiesta en razón a una disminución en su salud, ha indicado la Corte Constitucional que esa garantía cobija a aquellos que padezcan algún tipo de problema en su estado de salud que les impida el desempeño normal de sus funciones; situación ésta que conlleva a que su desvinculación se califique como un acto discriminatorio; procediendo única y exclusivamente el reintegro laboral, pues lo que se trata con ello es precisamente salvaguardar derechos fundamentales y no derechos de índole económico (sentencia T-447 de 2013)
4.2. CASO CONCRETO  
Valga recordar que la empresa demandada asegura que el señor BELALCAZAR CARDONA no fue despedido, como se plantea en la demanda, sino que su contrato finalizó por expiración del plazo fijo pactado por las partes en el contrato escrito aportado al plenario. Advierte además, que el trabajador no tiene acreditado actualmente y mucho menos a la terminación del contrato de trabajo una limitación física, psíquica o sensorial con el carácter de moderada, es decir, que se enmarque dentro de los porcentajes de pérdida de la capacidad laboral igual o superior al 15%, de modo que nunca existió la obligación de la empresa de acudir al Ministerio de Trabajo a efectos de que autorizara despido alguno. 

Sin embargo, reiterando la jurisprudencia constitucional sobre la protección laboral reforzada para personas en situación de debilidad manifiesta, la cual indica que no necesariamente deben estar calificados para ser beneficiarios de la protección, sino que se debe demostrar una disminución evidente en el estado de salud del empleado que afecte sus funciones laborales, la Sala mayoritaria considera que cuando la empresa demandada terminó de manera unilateral el contrato de trabajo suscrito con el demandante, este se encontraba en condición de debilidad manifiesta por el deterioro en su estado de salud, como pasa a explicarse: 

1) llama la atención de la Sala Mayoritaria que el empleador prorrogara el contrato de trabajo que venía ejecutando el empleado y que dicha prórroga coincidiera exactamente con hitos de la incapacidad médica del 6 al 27 de marzo de 2016.

2) llegada esa fecha, que por cierto fue un domingo, no hizo nada por cerciorarse  del estado de salud del trabajador, al contrario, le notificó la decisión de no prorrogar el contrato aun cuando este se encontraba incapacitado (el 22 de marzo de 2016).

3) la segunda incapacidad otorgada al demandante coincidió con el último día de vigencia del contrato a término fijo, de modo que este finalizó mientras el trabajador se encontraba incapacitado.

4) la decisión de no continuar el contrato de trabajo se adoptó mientras el trabajador se encontraba convaleciente, prueba de lo cual la constituye el citado aviso de no prorroga entregado mientras todavía corría la incapacidad médica otorgada a este último. 

5) pese a lo anterior, el empleador no acudió al MINISTERIO DEL TRABAJO a efectos de conseguir el respectivo permiso para finalizar el contrato de trabajo al señor BELALCAZAR CARDONA, quien, se itera, se encontraba todavía incapacitado en la fecha en que fue notificado de la decisión de no prorroga del citado contrato.

A propósito de este último punto, debe anotarse que en el expediente no aparece prueba alguna que ponga de presente que la empresa demandada, no obstante conocer que el actor presentaba una disminución de su capacidad física, haya solicitado la autorización del Ministerio de la Protección Social, en los términos del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, para dar por terminado unilateralmente el contrato de trabajo. Acorde con dicha norma y con la jurisprudencia constitucional, si para la empresa demandada existía una justa causa o causa legal para finalizar el contrato, como puede ser la expiración del plazo, aquella debió ser verificada por la autoridad laboral correspondiente, so pena de activarse la presunción de discriminación expuesta en las consideraciones. En términos de la sentencia C-531 de 2000, “carece de todo efecto jurídico el despido o la terminación del contrato de una persona por razón de su limitación sin que exista autorización previa de la oficina de Trabajo que constate la configuración de la existencia de una justa causa para el despido o terminación del respectivo contrato.”
Aunado a lo anterior, de acuerdo a la historia clínica aportada al proceso (visible entre los folios 14 al 24), es evidente que la situación médica del demandante a la fecha en que fue despedido, era grave -o por lo menos compleja- al punto que ese mismo día fue incapacitado por once (11) días más, y con base en un segundo diagnóstico, tuvo que someterse a un delicada cirugía en su rodilla el 26 de abril de 2016
 (es decir, a tan solo un mes del despido) Se observa igualmente que con ocasión de la precitada cirugía, el demandante estuvo incapacitado por más de tres (3) meses, según prueba documental obrante en el folio 13 del expediente, otorgada la última de ellas, por 30 días, el 27 de junio de 2016, sin que exista registro de incapacidades posteriores.
No sobra anotar, con apoyo en las pruebas, que de no haberse presentado el accidente que incapacitó al demandante, existía una alta expectativa de que su contrato fuera renovado o de que fuera vuelto a contratar después de algún breve periodo de receso, lo cual se deduce no solo de la prueba documental -cuyo contenido revela la suscripción de más 19 contratos a término fijo inferior a 30 días, celebrados entre el 21 de noviembre de 2014 y el 26 de marzo de 2016- sino también de los testimonios, como pasa a verse: 
El testigo JOSÉ FERNANDO LÓPEZ ARANGO, Jefe de Recursos Humanos, indicó que la empresa demandada contrata personal a término indefinido y a término fijo, al ritmo de los picos de producción de la planta. Dijo este testigo que el demandante tuvo varios contratos, interrumpidos, que comenzaban, terminaban y había un término de espera, al cabo del cual se lo volvía a llamar, de acuerdo a los picos de producción, reiteró. También expresó que el último contrato celebrado con el actor, se debió a su estado de incapacidad médica por el accidente en actividad deportiva.
Adicionalmente, el demandante, al absolver interrogatorio, dijo que era contratado a través de contratos temporales de 8, 13, 21 o 28 días, y así se evidencia de la lectura de cada uno de los contratos aportados como prueba por la parte demandada, como atrás se indicó.
Como bien se explicó en primera instancia, los contratos, por haber sido suscritos por término inferior a un mes (1) mes, como se desprende de la lectura del artículo 46 del C.S.T., así como de lo establecido en el Decreto 1127 de 1991, en su artículo 1°, no requieren de preaviso alguno para su terminación. 
Al analizar en su conjunto las anteriores precisiones, no resulta difícil concluir que la culminación del contrato de trabajo, ciertamente obedeció al estado de salud del demandante, contrario a lo decidido en sede de primera instancia, pues resultaba más fácil y económico para la empresa prescindir de los servicios de este, apelando a la figura legal de expiración del plazo contractual, que mantenerlo vinculado a sabiendas del menoscabo de sus condiciones de salud, y ese acto de discriminación, como se indicó en las consideraciones de la sentencia, es precisamente lo que pretende evitar el artículo 26 de la Ley 361 de 1997. 
Por todo lo anterior, se presume que el vínculo laboral del accionante fue terminado de manera unilateral por parte del empleador, en razón de las afecciones de salud que padece, motivo por el cual su despido se torna ineficaz, lo cual tiene como consecuencia su reintegro un cargo igual o mejor al que venía desempeñando dentro de la empresa, lo mismo que al pago de los salarios y prestaciones causadas a partir del 27 de julio de 2016, fecha en que finalizó su última incapacidad, tal como lo pidió en la demanda. Adicionalmente, y como consecuencia de la verificación de despido sin autorización de la autoridad competente, COMESTIBLES LA ROSA S.A. deberá pagar al accionante la indemnización de que trata el inciso tercero del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, equivalente a 180 días de salario.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:


PRIMERO: REVOCAR la sentencia de primera instancia y en su defecto ORDENAR el reintegro del trabajador y el pago retroactivo de sus salarios, prestaciones sociales y aportes a la seguridad social (en salud y pensiones) desde el 27 de julio de 2016 y hasta la fecha en la que sea reintegrada efectivamente a la empresa demandada, en el cargo que venía desempeñando hasta el 26 de marzo de 2016, o en uno similar que pueda desarrollar de acuerdo a sus condiciones físicas.

SEGUNDO: CONDENAR a la empresa demandada al pago de la suma de $5.281.470 a favor del demandante a título de indemnización, de acuerdo a lo previsto en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.

TERCERO: COSTAS en las dos instancias a cargo de la empresa demandada.
NOTIFICACIÓN SURTIDA EN ESTRADOS. CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.
La Magistrada,
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
La Magistrada y el Magistrado,
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA                JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ








Con salvamento de voto
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

SALVAMENTO DE VOTO

Pereira, veintiuno (21) de mayo de dos mil dieciocho (2018)

Con el debido respeto debo salvar mi voto por cuanto considero que la sentencia de primera instancia debió ser confirmada.

Como lo he venido sosteniendo en situaciones similares mi posición sobre el tema se refleja en lo siguiente:

1. VALOR NORMATIVO DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.

La Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, al abordar el tema de doctrina probable manifestó que a la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad. Para apartarse de la doctrina probable los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación.

“… la fuerza normativa de la doctrina probable proviene (1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte Suprema para unificar la jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas y esta atribución implica que la Constitución le da un valor normativo mayor o un “plus” a la doctrina de esa alta Corporación que a la del resto de los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que la carga argumentativa que corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la jurisprudencia decantada por la Corte Suprema es mayor que la que corresponde a éste órgano para apartarse de sus propias decisiones por considerarlas erróneas.”.

De otro lado y como quiera que en ocasiones se pretende en los procesos ordinarios laborales que se aplique con carácter obligatorio las decisiones proferidas en la jurisdicción constitucional, en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, trayendo a colación lo dicho en la sentencia CSJ SL, 13 de mayo de 2005 radicación Nº 24310, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia manifestó:

“En este punto es de acotar que lo considerado por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot en el fallo de tutela del 10 de febrero de 1998, confirmado por la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca el 27 del mismo mes y año, no ata ni obliga a la justicia ordinaria laboral, en primer lugar por tratarse de una decisión tomada como mecanismo transitorio y en segundo término porque sólo son de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte resolutiva las sentencias de inexequibilidad proferidas por la Corte Constitucional como resultado del examen de las normas legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático de constitucionalidad conforme lo consagra el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, en tanto que la tutela únicamente surte efectos interpartes de acuerdo con el art. 36 del Decreto 2591 de 1991”.

De hecho, en más reciente providencia, la  SL17021 de 16 de noviembre de 2016 Radicación n.° 48671, Magistrada ponente, CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO, la Sala de Casación Laboral expresó sobre el tema que:

“En las condiciones ilustradas, los fallos de la Corte Suprema de Justicia no son inconstitucionales, como lo asegura el recurrente, sino que, por el contrario, tienen un arraigado y fuerte sustento en la misma Constitución. Por ello, no hay razón suficiente para cambiar la jurisprudencia ni para en ejercicio de la excepción de inconstitucionalidad, inaplicar un precepto que evidentemente desarrolla e interactúa con la Carta Magna. Hacerlo, sí constituiría una afrenta al orden jurídico. Por estas razones, la Corte no acogió la línea jurisprudencial vertida en las sentencias de tutela citadas por el recurrente, pues, en definitiva, existían superiores argumentos para no seguirla y continuar con el precedente propio. De otra parte, no sobra recordar que esos fallos de tutela, en los términos del numeral 2 del artículo 48 de la Ley 270 de 1996 «tienen carácter obligatorio únicamente para las partes» y «su motivación sólo constituye criterio auxiliar para la actividad de los jueces».”
2. LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA 

Ha sido pacifica la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en señalar que la estabilidad laboral reforzada es un derecho de carácter especial dentro de la legislación laboral, el cual se encuentra definido en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, por lo que procede exclusivamente en los términos establecidos en esa normatividad, el cual impone la obligación de contar con autorización del Ministerio de Trabajo para despedir a un trabajador que presenta una limitación igual o superior a la moderada, definida ésta en el Decreto 2463 de 2001 como la pérdida de capacidad laboral que oscila entre el 15% y 25%, sin que sea posible aplicar la estabilidad laboral reforzada en aquellos trabajadores que presenten cualquier tipo de limitación, como quienes están en incapacidad temporal por afecciones de salud; situación que reiteró en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, en los siguientes términos:

“Contrario a lo alegado por la censura en los cargos, esta Corporación, de vieja data, ha sostenido que la protección a la estabilidad laboral consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997 es de carácter especial dentro de la legislación del trabajo, toda vez que procede exclusivamente en los términos previstos en esta normatividad, es decir, para las personas que presenten limitaciones en grado severo y profundo y no para las que padezcan cualquier tipo de limitación, ni, menos aún, para quienes se hallen en incapacidad temporal por afecciones de salud, de tal suerte que, tratándose de una garantía excepcional, no puede el juez extenderla de manera indebida para eventos no contemplados en la mencionada ley.”.

3. EL NUEVO CRITERIO DE FUERO DE SALUD PLASMADO EN LA SENTENCIA SL1360-2018 RADICACIÓN 53394.

A más de lo contemplado en los acápites anteriores, en esta providencia de 11 de abril de 2018 la Corte explicita que no es cierto que haya que pedir autorización previa del Ministerio del Trabajo en aquellos eventos en que, estando el trabajador en estado de discapacidad, la terminación del contrato se lleve a efecto con base en una justa causa o una razón objetiva. Dice en lo pertinente la sentencia:

“Lo anterior significa que la invocación de una justa causa legal excluye, de suyo, que la ruptura del vínculo laboral esté basada en el prejuicio de la discapacidad del trabajador. Aquí, a criterio de la Sala no es obligatorio acudir al inspector del trabajo, pues, se repite, quien alega una justa causa de despido enerva la presunción discriminatoria; es decir, se soporta en una razón objetiva. 

Con todo, la decisión tomada en tal sentido puede ser controvertida por el trabajador, a quien le bastará demostrar su estado de discapacidad para beneficiarse de la presunción de discriminación, lo que de contera implica que el empresario tendrá el deber de acreditar en el juicio la ocurrencia de la justa causa. De no hacerlo, el despido se reputará ineficaz (C-531-2000) y, en consecuencia, procederá el reintegro del trabajador junto con el pago de los salarios y prestaciones dejados de percibir, más la sanción de 180 días de salarios consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.”  

4- EL CASO CONCRETO

Llevando lo dicho en las líneas precedentes al presente caso, debo en primer lugar señalar que la línea jurisprudencial que se debió seguir por la Sala para resolver el asunto es la de la Sala de Casación Laboral, entre otras cosas porque la de la Corte Constitucional es para casos de violación de derechos fundamentales y aquí no se percibe, ni de lejos, la violación de un derecho de esas características.

De otro lado, el extrabajador no acreditó encontrarse en estado de discapacidad pues en el expediente no se da cuenta de una pérdida de la capacidad laboral superior al 15%.

Pero sobre todo, quedó claro que la terminación del contrato se debió a una causal objetiva como lo es el vencimiento del término previamente acordado.

De todo lo cual cabe concluir que la terminación del contrato no obedeció a un acto discriminatorio que ameritara el amparo previsto en el artículo 26 de la ley 361 de 1997.

Por las razones anteriores es que salvo mi voto pues la sentencia de primera instancia debió ser confirmada.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
� Para la Corte Suprema de Justicia la estabilidad laboral reforzada (consagrada en el artículo 26 de la Ley 361 de 1997) procede sólo cuando hay de por medio: i) una calificación del estado de invalidez del trabajador por parte del órgano competente, ii) dicha pérdida de capacidad laboral es igual o superior al grado de moderada, es decir, superior al 15%; y, iii) el dictamen fue debidamente notificado al empleador antes del despido; para la Corte Constitucional, como acaba de explicarse, basta la enfermedad del trabajador que haya dado lugar a una incapacidad médica para deducir que el patrono tenía necesariamente conocimiento del estado de salud de su empleado, infiriendo que la sola incapacidad médica expedida por la respectiva EPS pone en conocimiento al patrono del estado de salud del trabajador.





� cirugías de meniscectomía medial y lateral por artroscopia, sinovectomía de rodilla parcial por artroscopia, condroplastia de abrasión para zona patelar, así como controles y terapias, incluida prórroga de Incapacidades, a partir del 7 de abril de 2016, a partir del 26 de Mayo,  siendo la última, por treinta (30) días, a partir del 27 de Junio de 2016. 
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